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VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 31, 
FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Del 
proceso legislativo del cual derivó el precepto citado se advierte que el legislador federal dio potestad 
a las entidades federativas para establecer impuestos cedulares sobre los ingresos que obtengan 
las personas físicas por la prestación de servicios profesionales, por otorgar el uso o goce temporal 
de bienes inmuebles, por enajenación de bienes inmuebles o por actividades empresariales, 
esencialmente, con la finalidad de redistribuir los ingresos entre las entidades federativas y fortalecer 
el federalismo fiscal contenido en el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Ahora bien, el hecho 
de que el legislador haya elegido que a través del impuesto cedular a nivel local se gravaran los 
ingresos obtenidos por las personas físicas por aquellas fuentes de riqueza, entre las que se 
encuentran las actividades empresariales, pero no a todo el universo de personas físicas que 
obtuvieran ingresos y que incluso pudieran ser sujetos del impuesto sobre la renta, no implica que el 
artículo 43 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado transgreda el principio de equidad tributaria 
previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque la potestad que en el citado precepto legal se otorga a las entidades federativas, deriva del 
amplio margen de libertad configurativa con que cuenta el legislador para diseñar el sistema tributario 
a fin de establecer qué personas y sobre qué fuente de riqueza podrán imponerse las contribuciones. 

Amparo en revisión 942/2015. Juan Arturo Collí Chuc. 5 de abril de 2017. Mayoría de cuatro votos 
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Amparo en revisión 1144/2015. Estefanía de Regil Vázquez. 5 de abril de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 38/2016. Guillermo Ontiveros Ancona. 5 de abril de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 684/2015. Juan Ferdinand Rukos Xcaer. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
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Tesis de jurisprudencia 65/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
de dieciséis de agosto de dos mil diecisiete.  

Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de agosto de 
2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 


